
 

 

 
 

 

 
  

 

 

 
  

 

 

 
 

 

    
  

  
 

 

    
  

 
 

 

Modulo 3 

Creó un fondo de compensación 
para víctimas. 

Administra subsidios para la 
compensación de víctimas y 
para la asistencia de víctimas. 

Garantiza el derecho de estar 
razonablemente protegido 
del acusado. 

Garantiza el derecho a ser oído 
en las actuaciones públicas. 

Ayuda a las víctimas a través 
de otros medios, en lugar de a 
través del castigo al 
delincuente. 

Brinda asistencia para víctimas, 
como esta. 

Garantiza el derecho a una 
indemnización plena y oportuna. 

Garantiza el derecho de las 
víctimas a ser tratadas en forma 
equitativa y respetuosa. 



 
 

  
 

   
  

   

   
     

 
 

 

 
    

  

   
   

 
 

 

 

 

 

 

 

Elimina el retraso de los análisi
de ADN. 	 

s 	 

Financia servicios a través de 
subsidios STOP, subvenciones 
para programas contra el abuso 
a los mayores y otros 
programas de subsidios. 

Enfatiza una respuesta 
comunitaria coordinada ante 
la violencia doméstica, la 
violencia en las relaciones de 
pareja, la agresión sexual y el 
acoso. 

Prohibió la segregación racial 
en las escuelas. 

Invalidó las leyes de Jim Crow. 

Mejora las respuestas 
comunitarias y  de la justicia  
penal a la violencia doméstica.  

Financia servicios para 
optimizar la investigación e 
inicio de acciones legales por 
delitos violentos contra las 
mujeres. 

Amplió los derechos de voto 
en todos los EE. UU. 

Estableció una Comisión para 
la Igualdad de Oportunidades 
en el Empleo. 

Requiere que los empleadores 
ofrezcan oportunidades 
equitativas de empleo a las 
personas competentes que 
tienen discapacidades. 



    
  

  
   

  
  

   
   

  
  

    

   
    

   
  

  
   

       
  

  
   

    

 
   

   
    

  

 

Requiere que los gobiernos 
locales y estatales brinden a las 
personas con discapacidades 
igualdad de oportunidades de 
beneficiarse de los programas, 
servicios y las actividades. 

Previene la discriminación 
contra las personas con 
discapacidades en 
establecimientos públicos, 
entidades privadas y comercios. 

Contiene la Sección 504, que 
define los derechos de las 
personas con discapacidades 
para que participen en 
programas, beneficios y 
servicios federales. 

Previene específicamente que 
los receptores de asistencia 
financiera federal discriminen 
a las personas con 
discapacidades en cuanto a 
la oportunidad de empleo. 

Se centra en el abuso y el 
maltrato en asilos e 
instituciones de menores, y 
en la victimización sexual de 
prisioneras mujeres. 

Requiere que los gobiernos 
locales y estatales realicen 
“modificaciones razonables” 
para establecer adaptaciones. 

Considerada la primera 
legislación de “derechos” que 
prohibió la discriminación 
contra las personas con 
discapacidades. 

Define a las personas con 
discapacidades como “personas 
con un deterioro físico o mental 
que limita sustancialmente una 
o más actividades importantes 
de la vida diaria”. 

Autoriza al Procurador General 
de Estados Unidos a investigar 
las condiciones de reclusión 
en las instituciones 
gubernamentales locales 
y estatales. 

Hace cumplir los derechos de 
las personas con discapacidades 
institucionalizadas de recibir 
adecuada habilitación y 
tratamiento activo. 



   

 
    

  

     
  

  
  

   
  

  
   

   
   

   
  

      
  

   
   

  

   
 

 
 

Permite que el Procurador 
General inicie demandas civiles 
cuando existan causas 
razonables para creer que las 
condiciones son “graves 
o flagrantes”. 

Autoriza la recolección de datos 
para determinar la magnitud 
del problema de los delitos 
contra personas con 
discapacidades del desarrollo. 

Observa que los estudios 
demostraron que las víctimas 
de delitos con discapacidades 
del desarrollo tenían riesgo de 
sufrir delitos reiteradamente. 

Elimina la condición previa de 
que la víctima tiene que estar 
participando en una actividad 
protegida a nivel federal. 

Promulgó la primera ley federal 
que extiende las protecciones 
legales a las personas 
transexuales. 

Creada para aumentar la 
conciencia pública sobre las 
víctimas de delitos que tienen 
discapacidades del desarrollo. 

Alienta el desarrollo de nuevas 
estrategias para atender las 
necesidades de seguridad y 
justicia de las víctimas de 
delitos con discapacidades del 
desarrollo. 

Otorga a las autoridades 
federales más facultad para 
realizar investigaciones de 
delitos motivados por prejuicios 
que las autoridades locales 
optan por no seguir. 

Considera que un ataque a una 
persona por su sexo, identidad 
de género, orientación sexual o 
discapacidad es un delito 
federal. 




